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  Decisión sobre la admisibilidad 
 
 

1. La autora de la comunicación de fecha 30 de julio de 2004 es Cristina Muñoz-
Vargas y Sainz de Vicuña, de nacionalidad española, quien alega ser víctima de 
violación por parte de España de los apartados c) y f) del artículo 21 de la Convención 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer. La autora 
está representada por los abogados Carlos Texidor Nachón y José Luis Mazón 
Costa2. La Convención entró en vigor para el Estado Parte el 4 de febrero de 1984 y 
su Protocolo Facultativo el 6 de octubre de 2001. Al momento de la ratificación, 
España formuló una declaración en el sentido de que la ratificación no afectaría a las 
disposiciones constitucionales en materia de sucesión a la Corona española. 
 

  Los hechos expuestos por la autora  
 

2.1 La autora es la hija primogénita del Sr. Enrique Muñoz-Vargas y Herreros de 
Tejada, que poseía el título nobiliario de “Conde de Bulnes”. 

2.2 De conformidad con el artículo 5 del Decreto Ley sobre el orden de sucesión 
de los títulos nobiliarios de 4 de junio de 1948, el primogénito hereda el título, pero 
la mujer lo hereda únicamente si no tiene algún hermano menor. Con arreglo a las 
normas históricas de sucesión, se da preferencia al varón sobre la mujer en la línea 
ordinaria de sucesión de los títulos nobiliarios. 

2.3 El hermano menor de la autora, José Muñoz-Vargas y Sainz de Vicuña, sucedió 
al título a la muerte de su padre, acaecida el 23 de mayo de 1978. El 30 de 
diciembre de 1978, pidió que se publicara el real decreto de sucesión. Este decreto 
apareció publicado con fecha 3 de octubre de 1980.  

2.4 El 30 de diciembre de 1988, la autora, como primogénita, entabló una 
demanda judicial contra su hermano menor José Muñoz-Vargas y Sainz de Vicuña, 
con el fin de reclamar el título de “Condesa de Bulnes” fundamentándose en el 
principio de igualdad y no discriminación por razón de sexo proclamado en el 
artículo 14 de la Constitución española de 19783 y en los apartados c) y f) del 
artículo 2 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer. La autora argumentó que ostentaba el mejor derecho 
a heredar el título nobiliario como hija primogénita del anterior poseedor del título, 
y que el artículo 5 del Decreto Ley sobre el orden de sucesión de los títulos 
nobiliarios de 4 de junio de 1948 debería haberse interpretado a la luz del principio 
de igualdad y no discriminación por razón de sexo proclamado en el artículo 14 de 
la Constitución española. La autora se refirió a una sentencia del Tribunal 
Constitucional de 2 de febrero de 1981 conforme a la cual las normas que hubieran 
entrado en vigor con anterioridad a la Constitución española debían interpretarse a 
tenor de ésta y que las normas incompatibles debían revocarse. Se refirió además a 

__________________ 

 1  La autora es inconsistente en sus referencias a los apartados. En los anexos, se refiere sólo al 
apartado c) o sólo al apartado f) del artículo 2 y otras veces, a los dos apartados. 

 2  Los abogados Carlos Texidor Nachón y José Luis Mazón Costa también representaron a 
Mercedez Carrión Barcaiztegui (España), quien presentó una comunicación de fecha 8 de marzo 
de 2001 al Comité de Derechos Humanos con arreglo al Protocolo Facultativo del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos en que alegaba discriminación en la sucesión de 
títulos nobiliarios (comunicación No. 1019/2001). El Comité de Derechos Humanos declaró el 
caso inadmisible (30 de marzo de 2004). 

 3  La Constitución española entró en vigor el 29 de diciembre de 1978. 



 CEDAW/C/39/D/7/2005
 

3 07-49565 
 

una sentencia del Tribunal Supremo de 27 de julio de 1981 según la cual la 
preferencia masculina en la sucesión de títulos nobiliarios era discriminatoria y, por 
ende, inconstitucional. Se refirió asimismo a una sentencia del Tribunal Supremo de 
7 de diciembre de 1988 de que la Constitución española era de aplicación a la 
sucesión de títulos nobiliarios.  

2.5 El 10 de diciembre de 1991, el Juzgado No. 6 de Primera Instancia de Madrid 
desestimó la demanda de la autora. Consideró que el principio histórico de la 
preferencia del varón sobre la mujer en la sucesión de títulos nobiliarios era 
compatible con el principio de igualdad y no discriminación por razón de sexo 
recogido en el artículo 14 de la Constitución española. Por otra parte, el título había 
sido adjudicado al hermano de la autora antes de la entrada en vigor de la 
Constitución de 1978, y la Constitución no era aplicable al Código Civil que 
reglamentaba esa cuestión. 

2.6 La autora interpuso un recurso de apelación ante la Sección 18ª de la Audiencia 
Provincial de Madrid que, con fecha 27 de septiembre de 1993, lo desestimó con los 
mismos argumentos que el Juzgado No. 6 de Primera Instancia de Madrid. 

2.7 La autora interpuso un recurso de casación ante el Tribunal Supremo. Después 
de que se había fijado fecha para una audiencia, la autora pidió que se cambiara 
porque su abogado no podía asistir por enfermedad. El Tribunal Supremo no accedió 
a su solicitud y desestimó su recurso con fecha 13 de diciembre de 1997. En su 
sentencia, el Tribunal Supremo declaró que, pese a haber concluido con anterioridad 
que la primacía del varón en el orden de sucesión de los títulos nobiliarios era 
discriminatoria e inconstitucional, esa jurisprudencia había sido derogada en virtud 
de la sentencia 126/1997 del Tribunal Constitucional de 3 de julio de 1997. Esa 
sentencia estableció que la primacía del varón en el orden de sucesión de los títulos 
nobiliarios, prevista en las leyes de 4 de mayo de 1948 y de 11 de octubre de 1820, 
no era ni discriminatoria ni inconstitucional puesto que el artículo 14 de la 
Constitución española, que garantizaba la igualdad ante la ley, no era aplicable 
debido al carácter histórico y simbólico de esos títulos. 

2.8 La autora presentó un recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional en 
contra de la sentencia del Tribunal Supremo por cuestiones de procedimiento y de 
fondo. La autora sostuvo que lo dispuesto en el artículo 14 de la Constitución 
debería haberse aplicado a la sucesión al título aun cuando la Constitución no 
hubiera entrado en vigor en la fecha de fallecimiento de su padre. Insistió en que el 
título fue transmitido a su hermano mediante real decreto con posterioridad al 29 de 
diciembre de 1978, es decir, después de la fecha de entrada en vigor de la 
Constitución de 1978. Afirmó asimismo que la sentencia del Tribunal Supremo 
violaba el párrafo 1 del artículo 6 y el artículo 14 del Convenio Europeo para la 
Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales y el 
artículo 1 de su Protocolo Facultativo, al igual que los artículos 1, 2 y 15 de la 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer. 

2.9 Mediante decisión de 20 de mayo de 2002, el Tribunal Constitucional dejó sin 
efecto la sentencia del Tribunal Supremo de 13 de diciembre de 1997 por estimar 
que constituía una violación del derecho fundamental a una defensa efectiva y lo 
remitió al Tribunal Supremo para un nuevo examen. 
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2.10 El 17 de septiembre de 2002, el Tribunal Supremo pronunció una nueva 
sentencia en que rechazó las alegaciones de la autora. La sentencia reiteró que el 
Código Civil reglamentaba la sucesión a los títulos nobiliarios. También señaló que 
la cuestión de la aplicabilidad del artículo 14 de la Constitución no se planteaba 
puesto que la fecha de referencia, el 23 de mayo de 1978 cuando había fallecido el 
padre, precedió a la fecha de entrada en vigor de la Constitución de 1978. El 
Tribunal Supremo también se refirió a la decisión del Tribunal Constitucional de 
3 de julio de 1997 que concluyó que, en vista del carácter honorario e histórico de 
los títulos, las leyes de 1948 y de 1820 sobre la primacía del varón en el orden de 
sucesión de los títulos nobiliarios por fallecimiento en la misma línea y grado de 
parentesco no contravenían las disposiciones del artículo 14 de la Constitución 
española.  

2.11 El 17 de octubre de 2002, la autora interpuso un nuevo recurso de amparo ante 
el Tribunal Constitucional aduciendo, entre otras cosas, que la sentencia del 
Tribunal Supremo de 17 de septiembre de 2002 violaba el artículo 14 de la 
Constitución y los artículos 1, 2 y 15 de la Convención sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer.  

2.12 El 24 de marzo de 2003, el Tribunal Constitucional desestimó su recurso de 
amparo por falta de contenido constitucional. 
 

  La denuncia  
 

3.1 La autora argumenta que el Estado Parte discriminó contra ella por motivos de 
sexo al denegarle el derecho, como hija primogénita, a suceder a su difunto padre en 
el título de Conde de Bulnes. Alega que la primacía del varón en el orden de 
sucesión de los títulos nobiliarios constituye una violación de la Convención en 
general y de su apartado f) del artículo 2 en particular. Afirma que, con arreglo a la 
Convención, España está obligada a enmendar o revisar las leyes de 4 de mayo de 
1948 y de 11 de octubre de 1820 en las que se establece la primacía del varón en el 
orden de sucesión de los títulos nobiliarios.  

3.2 En relación con la admisibilidad de la comunicación, la autora sostiene que ha 
agotado todos los recursos de la jurisdicción interna. Arguye que, en virtud de la 
sentencia 126/1997 del Tribunal Constitucional, de 3 de julio de 1997, que resolvió 
definitivamente el asunto de la primacía del varón en el orden de sucesión de los 
títulos nobiliarios, no podría prosperar ningún recurso de amparo sobre la cuestión, 
de modo que se trata de un recurso ineficaz.  

3.3 La autora solicita al Comité que concluya que ha habido una violación de la 
Convención y que ordene al Estado Parte que le brinde un remedio efectivo y que 
revise asimismo la legislación discriminatoria.  
 

  Comentarios del Estado Parte con respecto a la admisibilidad 
 

4. Mediante escrito de fecha 4 de agosto de 2005, el Estado Parte pide que la 
comunicación se rechace por inadmisible. Afirma que el Comité de Derechos 
Humanos ya ha examinado la misma cuestión en sus comunicaciones No. 1008/2001 
y No. 1019/2001. 
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  Comentarios de la autora acerca de las observaciones del Estado Parte 
sobre la admisibilidad 
 

5.1 En su escrito de fecha 25 de octubre de 2005, la autora reconoce que se han 
presentado casos similares ante el Comité de Derechos Humanos, pero alega que el 
derecho a la igualdad conforme al artículo 26 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos no tiene el mismo alcance que el derecho a la igualdad previsto 
en la Convención, en particular en el artículo 1 y en el apartado f) del artículo 2. 
Arguye que el objetivo general de la Convención es la erradicación definitiva de la 
discriminación de que son objeto las mujeres en todas las esferas, incluso en 
relación con un nomen honoris. Arguye además que no es pertinente la opinión del 
Comité de Derechos Humanos de que la discriminación de que son objeto las 
mujeres en la sucesión de los títulos nobiliarios está al margen del ámbito del 
artículo 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. De acuerdo con 
la autora, la Convención no impone limitación alguna al derecho a la igualdad en 
ninguna esfera, incluidas las esferas social, económica, civil y política. Por esa 
razón, argumenta que su comunicación es admisible.  

5.2 La autora reitera su solicitud de que el Comité ordene al Estado Parte que 
derogue las leyes, los reglamentos y los usos que brindan sustento a un mejor 
derecho del varón contra la mujer en la sucesión de los títulos nobiliarios. La autora 
arguye que el hecho de que se haya presentado al Parlamento un proyecto de ley 
sobre la igualdad entre el hombre y la mujer en el orden de sucesión a los títulos 
nobiliarios es una confirmación más de que la preferencia de los varones sobre las 
mujeres es discriminatoria. 
 

  Información adicional proporcionada por la autora sobre la admisibilidad 
 

6. El 20 de julio de 2006, la autora presentó información adicional sobre la ley en 
materia de sucesión a los títulos nobiliarios, que se había publicado en el Boletín 
Oficial de las Cortes Generales de fecha 4 de julio de 2006. La ley se aplicaría 
únicamente a los recursos que hubieran quedado pendientes en cualquier instancia el 
27 de julio de 2005, fecha en que se había presentado el proyecto de ley al Congreso 
de los Diputados. La autora argumenta que la nueva legislación no se le aplicaría 
porque antes de esa fecha el Tribunal Constitucional ya se había pronunciado 
definitivamente sobre su caso. Sostiene que el hecho de que la ley no se aplique en 
forma retroactiva a la fecha de entrada en vigor de la Convención para España 
constituye, en sí mismo, una violación a la Convención.  

 

  Observaciones adicionales del Estado Parte sobre la admisibilidad  
 

7.1 En su comunicación de 3 de agosto de 2006, el Estado Parte impugna la 
admisibilidad de la comunicación al argumentar que la autora no agotó todos los 
recursos de la jurisdicción interna, que la misma cuestión ya ha sido sometida a otro 
procedimiento de examen o arreglo internacionales y que la comunicación es 
inadmisible ratione temporis.  

7.2 Con respecto al agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna, el 
Estado Parte afirma que aún está en curso ante el Tribunal Constitucional un recurso 
de amparo interpuesto por la solicitante. El Estado Parte sostiene que un recurso de 
esa índole sería verdaderamente efectivo. El Estado Parte también cuestiona la 
afirmación de la autora de que un recurso de amparo presentado por ella sobre la 
cuestión de la sucesión de los títulos nobiliarios se volvió ineficaz en virtud de la 
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sentencia 126/1997 del Tribunal Constitucional, de 3 de julio de 1997. El Estado 
Parte sostiene que la jurisprudencia del Tribunal Constitucional no es estática y que 
va evolucionando con el tiempo. El Estado Parte considera, por consiguiente, que el 
Tribunal Constitucional podría revisar su jurisprudencia a la luz de la realidad social 
del momento o por cambios en su composición. Señala que la autora no alegó que 
este recurso se prolongara injustificadamente.  

7.3 El Estado Parte observa, además, que con la promulgación de la nueva 
legislación relativa a la sucesión de los títulos nobiliarios, la autora se beneficiaría de 
un recurso adicional de la jurisdicción interna. El Estado Parte asegura que, una vez 
que entre en vigor, esta nueva ley será aplicable al caso de la autora porque su recurso 
de amparo sigue en curso y la nueva ley se aplicará de forma retroactiva a todos los 
procedimientos judiciales que hayan quedado pendientes al 27 de julio de 2005. 
Considera además que la entrada en vigor de la nueva ley también puede influir en 
el Tribunal Constitucional para que se pronuncie sobre el recurso de amparo de la 
autora. 

7.4 El Estado Parte alega además que la comunicación es inadmisible de 
conformidad con el apartado a) del párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo 
debido a que la misma cuestión ya ha sido examinada con arreglo a otro 
procedimiento de examen o arreglo internacionales. En concreto, el Comité de 
Derechos Humanos examinó dos casos similares (las comunicaciones No. 1008/2001 
y No. 1019/2001) en que las solicitantes alegaron que la ley que regulaba la sucesión 
de títulos nobiliarios era discriminatoria ya que se privilegiaba como heredero al 
varón en detrimento de la mujer. El Estado Parte señala que en ambos casos el 
Comité de Derechos Humanos concluyó que las reclamaciones eran incompatibles 
ratione materiae con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 
declaró que las comunicaciones eran inadmisibles, debido a que los títulos 
nobiliarios estaban al margen de los valores subyacentes a los principios de igualdad 
ante la ley y no discriminación protegidos por el artículo 26 del Pacto. En 
consecuencia, el Estado Parte afirma que los títulos nobiliarios no constituyen un 
derecho humano ni una libertad fundamental conforme al artículo 1 de la 
Convención, leído junto con el artículo 2 del Protocolo Facultativo. El Estado Parte 
aduce además que la misma cuestión ya ha sido examinada por el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos4 y su conclusión ha sido similar, es decir, que la reclamación 
es incompatible ratione materiae con el Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales. Argumenta por último que el 
hecho de que en las Cortes Generales se esté examinando un proyecto de ley sobre 
la cuestión no constituye un reconocimiento de una violación por el Estado Parte de 
las obligaciones internacionales que le impone la Convención sobre la eliminación 
de todas las formas de discriminación contra la mujer. La doctrina y la 
jurisprudencia indican que el derecho a suceder a un título nobiliario no es un 
derecho humano ni una libertad fundamental y rebasa el ámbito de aplicación de los 
instrumentos de derechos humanos (el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos y la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer). Según el Estado Parte, la sucesión a los títulos 

__________________ 

 4  Véase De la Cierva Osorio de Moscoso y otros c. España, comunicaciones Nos. 41127/98, 
41503/98, 41717/98 y 45726/99, decisión de inadmisibilidad de 28 de octubre de 1999, en que el 
Tribunal reitera que el artículo 14 se refiere únicamente a la discriminación que afecta a los 
derechos y libertades garantizados por la Convención y sus Protocolos. El Tribunal ha concluido 
que las reclamaciones son incompatibles con la Convención ratione materiae. 
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nobiliarios es un “derecho natural” sujeto a reglamentos de otro tipo. Por lo tanto, la 
redacción de una nueva ley está al margen de las obligaciones internacionales del 
Estado Parte en relación con la igualdad entre el hombre y la mujer.  

7.5 El Estado Parte alega también que los hechos objeto de la comunicación 
sucedieron antes de que el Protocolo Facultativo entrara en vigor para España el 6 
de octubre de 2001, y antes también de la entrada en vigor de la propia Convención. 
Argumenta además que la posesión de un título nobiliario no tiene efectos legales. 
El Estado Parte sostiene, en consecuencia, que la comunicación de la autora es 
inadmisible de conformidad con el apartado e) del párrafo 2 del artículo 4 del 
Protocolo Facultativo.  

 

  Nuevos comentarios de la autora sobre las observaciones adicionales  
del Estado Parte acerca de la admisibilidad 
 

8.1 La autora sostiene que la idea del Estado Parte de que su recurso de amparo 
sigue pendiente ante el Tribunal Constitucional tal vez se base en una mala 
interpretación de la parte pertinente de la comunicación de la autora. Con fecha 24 de 
marzo de 2003, el Tribunal había desestimado en efecto su recurso de amparo por 
falta de contenido constitucional. Desde entonces, la autora no había interpuesto 
ningún otro recurso. Aun en el caso de que ese recurso estuviera pendiente, la autora 
alegaría que no constituía un recurso efectivo. Si bien existía la posibilidad de que 
el Tribunal Constitucional cambiara su jurisprudencia, el cambio no surtiría efecto 
para la autora debido a que su caso había quedado definitivamente resuelto y no 
había recurso disponible para reactivar o volver a plantear la cuestión porque 
hubiera cambiado la jurisprudencia. Por consiguiente, la autora reitera que ha 
agotado todos los recursos disponibles de la jurisdicción interna.  

8.2 La autora afirma que no podrá beneficiarse de ningún procedimiento adicional 
previsto en la nueva legislación en materia de sucesión de títulos nobiliarios porque 
la ley no será aplicable en su caso. Como lo ha reconocido el Estado Parte, la nueva 
legislación se aplicará de forma retroactiva sólo a las causas que hayan estado 
pendientes al 27 de julio de 2005. Su caso quedó cerrado el 24 de marzo de 2003 
cuando el Tribunal Constitucional desestimó su recurso de amparo.  

8.3 La autora reitera que las dos comunicaciones presentadas al Comité de 
Derechos Humanos se basaron en el artículo 26 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos (derecho a la igualdad), que es más restrictivo que el artículo 1 y 
el apartado f) del artículo 2 de la Convención. El propósito de ésta es erradicar la 
discriminación de que son objeto las mujeres en todas las esferas de la vida, sin 
ninguna limitación (artículo 1). Por lo tanto, la misma cuestión no ha sido examinada 
con arreglo a otro procedimiento de examen o arreglo internacionales. Por las 
mismas razones, tampoco se debe considerar que la petición presentada al Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos sea la misma cuestión que una comunicación 
presentada al Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. 

8.4 La autora sostiene que la nueva ley era un reconocimiento implícito y explícito 
de que las leyes vigentes eran discriminatorias, debido a que la nueva ley tenía 
como único propósito erradicar la falta de igualdad entre la mujer y el hombre en lo 
relativo a la transmisión de títulos nobiliarios y adecuarse a la Convención, como se 
explica en su preámbulo. Sin embargo, el Estado Parte no ha adoptado ninguna 
medida para remediar la discriminación sufrida, como en el caso de la autora.  
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8.5 La autora argumenta que su comunicación no es inadmisible ratione temporis 
porque su caso seguía pendiente cuando el Protocolo Facultativo entró en vigor para 
España en 2001. Se convirtió en cosa juzgada el 24 de marzo de 2003. Alega 
además que la discriminación sigue surtiendo efecto en la actualidad y rechaza la 
afirmación del Estado Parte de que los títulos nobiliarios no entrañan ningún tipo de 
privilegio.  

 

  Observaciones complementarias de la autora  
 

9. En una comunicación de fecha 8 de noviembre de 2006, la autora afirma que la 
ley sobre la igualdad entre el hombre y la mujer en lo relativo a la sucesión de los 
títulos nobiliarios ha aparecido publicada en el Boletín Oficial de 31 de octubre de 
2006 y entrará en vigor el 20 de noviembre de 2006. Reitera que, habida cuenta de 
las disposiciones sobre transición, la nueva ley no será aplicable en su caso. La 
autora alega que el Estado Parte ha violado la Convención puesto que en la nueva 
ley no se prevén recursos efectivos para las causas sobre las que ya se hubiera 
dictado una resolución judicial definitiva antes del 27 de julio de 2005.  

 

  Observaciones complementarias del Estado Parte  
 

10. Mediante una comunicación de fecha 16 de noviembre de 2006, el Estado 
Parte reitera que la misma cuestión ya ha sido examinada por el Comité de Derechos 
Humanos. Sostiene además que por certeza jurídica era necesario evitar una 
situación en que todos los títulos nobiliarios quedaran abiertos a un nuevo examen, 
en especial porque esos títulos carecían de contenido jurídico o material, como lo 
habían señalado el Tribunal Constitucional, el Comité de Derechos Humanos y el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos. En su escrito de 22 de diciembre de 2006, 
el Estado Parte confirma la entrada en vigor de la ley sobre la igualdad entre el 
hombre y la mujer en lo relativo a la sucesión de los títulos nobiliarios y reitera que 
los criterios temporales establecidos para la aplicación retroactiva de la ley son 
razonables y necesarios para evitar un estado de incertidumbre jurídica.  

 

  Deliberaciones del Comité relativas a la admisibilidad de la comunicación  
 

11.1 De conformidad con el artículo 64 de su reglamento, el Comité decidirá si la 
comunicación es admisible o inadmisible conforme al Protocolo Facultativo.  

11.2 De conformidad con el artículo 66 de su reglamento, el Comité tal vez decida 
examinar la cuestión de la admisibilidad y del fondo de una comunicación por 
separado.  

11.3 El Comité observa que el Estado Parte alega que la comunicación es 
inadmisible con arreglo al apartado e) del párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo 
Facultativo puesto que los hechos objeto de la comunicación sucedieron antes de 
que el Protocolo Facultativo entrara en vigor para España el 6 de octubre de 2001, y 
antes también de la entrada en vigor de la propia Convención, el 4 de febrero de 1984. 
La autora refuta ese argumento por que su caso seguía pendiente cuando el 
Protocolo Facultativo entró en vigor para España y se convirtió en cosa juzgada en 
24 de marzo de 2003 cuando el Tribunal Constitucional desestimó su recurso de 
amparo. El Comité observa el argumento del Estado Parte de que la posesión de un 
título nobiliario no tiene efectos legales. También observa que la autora alega que la 
discriminación sigue surtiendo efecto en la actualidad y que la autora rechaza la 
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afirmación del Estado Parte de que los títulos nobiliarios no entrañan ningún tipo de 
privilegio. 

11.4 El Comité declarará inadmisible toda comunicación con arreglo al apartado e) 
del párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo cuando los hechos objeto de la 
comunicación hayan sucedido antes de la fecha de entrada en vigor del presente 
Protocolo para el Estado Parte interesado, salvo que esos hechos continúen 
produciéndose después de esa fecha. En otras palabras, el Comité no puede 
examinar el fondo de presuntas violaciones que hayan tenido lugar antes de que el 
Protocolo Facultativo entrara en vigor para el Estado Parte, salvo que esas presuntas 
violaciones continúen produciéndose después de la entrada en vigor del Protocolo 
Facultativo5. 

11.5 El fundamento en que se sustenta el apartado e) del párrafo 2 del artículo 4 es 
que un tratado no es aplicable a situaciones que ocurrieron o hayan dejado de existir 
antes de la entrada en vigor del tratado para el Estado interesado. El Comité observa 
que la denuncia de la autora de discriminación por motivos de sexo deriva del hecho 
de que su hermano menor sucedió al título mediante un real decreto publicado el 3 de 
octubre de 1980, tras la muerte del padre de ambos, acaecida el 23 de mayo de 1978. 
El Comité observa que este hecho tuvo lugar cuando la Convención todavía no 
había entrado en vigor a nivel internacional y mucho antes de que fuera ratificada 
por el Estado Parte el 4 de febrero de 1984. Entonces tampoco se había aprobado 
todavía el Protocolo Facultativo. Considera que el hecho pertinente, y por ende 
la determinación del momento en relación con el apartado e) del párrafo 2 del 
artículo 4, es en qué momento se adjudicó al hermano de la autora el derecho de 
sucesión al título nobiliario del padre de ambos. Ese hecho ocurrió el 3 de octubre 
de 1980, fecha en que se publicó el real decreto de sucesión. El Comité considera 
que este hecho, que es el fundamento de la denuncia de la autora, ocurrió y terminó 
en el momento en que se publicó el decreto y, como tal, no es de carácter continuo. 
El Comité observa además que el hermano de la autora sucedió al título de 
conformidad con la legislación vigente a la sazón. En consecuencia, el Comité 
considera que cualquier efecto que la discriminación contra la mujer consagrada en 
la legislación española de esa época haya podido tener en la vida de la autora no 
justifica la derogación del real decreto de sucesión en la actualidad. Por todas estas 
razones, el Comité no puede sino concluir que los hechos objeto de la comunicación 
ocurrieron antes de la entrada en vigor del Protocolo Facultativo para el Estado 
Parte y no son de carácter continuo. Por consiguiente, declara inadmisible la 
comunicación ratione temporis con arreglo al apartado e) del párrafo 2 del artículo 4 
del Protocolo Facultativo.  

11.6 El Comité no ve ninguna razón para concluir que la comunicación es 
inadmisible por cualquier otro motivo. 

11.7 En consecuencia, el Comité decide:  

 a) Que la comunicación es inadmisible ratione temporis con arreglo al 
apartado e) del párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo;  

 b) Que se comunique la presente decisión al Estado Parte y a la autora.  

__________________ 

 5  En la comunicación No. 871/1999, el Comité de Derechos Humanos declaró que “Por violación 
persistente se entiende la reafirmación, mediante un acto o de manera implícita, de las 
violaciones cometidas con anterioridad por el Estado Parte”. 
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  Opiniones individuales de los miembros del Comité Magalys 
Arocha Domínguez, Cees Flinterman, Pramila Patten, Silvia 
Pimentel, Fumiko Saiga, Glenda P. Simms, Anamah Tan  
y Zou Xiaoqiao (concurrentes) 
 
 

12.1 Si bien estamos de acuerdo con la conclusión de que la comunicación es 
inadmisible, no estamos de acuerdo con la mayoría en lo que respecta a las razones 
de la inadmisibilidad. En nuestra opinión, la comunicación debía haber sido declarada 
inadmisible en virtud del apartado b) del párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo 
Facultativo por que es incompatible con las disposiciones de la Convención.  

12.2 De conformidad con el apartado b) del párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo 
Facultativo, el Comité declarará que una comunicación es inadmisible cuando sea 
incompatible con las disposiciones de la Convención. Señalamos que la 
comunicación se refiere a una mujer que, en virtud de una ley que ulteriormente se 
enmendó, no podía suceder a un título de nobleza hereditario, en cambio su hermano 
menor sí. Recordamos que la Convención sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer protege el derecho de las mujeres a vivir libres de 
todas las formas de discriminación, obliga a los Estados Partes a asegurar la 
realización del principio de la igualdad del hombre y la mujer en la práctica y 
estipula los criterios normativos de la igualdad y la no discriminación en todas las 
esferas. Con tal objeto, en la Convención se da una definición amplia de la 
discriminación contra la mujer, como “toda distinción, exclusión o restricción 
basada en el sexo que tenga por objeto menoscabar o anular el reconocimiento, goce 
o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la 
igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y libertades 
fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en 
cualquier otra esfera” (artículo 1). No cabe duda alguna en el presente caso que el 
título nobiliario es de carácter puramente simbólico y honorario, y que carece de 
todo efecto legal o material. Por consiguiente, consideramos que las reclamaciones 
relacionadas con la sucesión de los títulos nobiliarios no son compatibles con las 
disposiciones de la Convención, que es proteger a las mujeres contra toda 
discriminación que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el 
reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, sobre la base de la igualdad del 
hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en todas 
las esferas. En consecuencia, concluimos que la comunicación de la autora es 
incompatible con las disposiciones de la Convención, conforme al apartado b) del 
párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo. 
 
 

(Firmado) Magalys Arocha Domínguez     (Firmado) Fumiko Saiga 

(Firmado) Cees Flinterman       (Firmado) Glenda P. Simms 

(Firmado) Pramila Patten        (Firmado) Anamah Tan 

(Firmado) Silvia Pimentel        (Firmado) Zou Xiaoqiao 
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  Opinión individual del miembro del Comité Mary Shanthi 
Dairiam (discrepante) 
 
 

13.1 En su reunión de 9 de agosto de 2007, el Comité sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer (el Comité) decidió declarar 
inadmisible la comunicación 7/2005 con arreglo al artículo 4 del Protocolo 
Facultativo. En esta comunicación, la autora alega que el Estado parte discriminó 
contra ella por motivos de sexo al negarle el derecho, como hija primogénita, a 
suceder a su difunto padre en el título de Conde de Bulnes. Alega que la primacía 
del varón en el orden de sucesión de los títulos nobiliarios constituye una violación 
de la Convención en general y de su apartado f) del artículo 2 en particular. En la 
decisión del Comité, adoptada por una ajustada mayoría, se señala que la 
reclamación es inadmisible ratione temporis con arreglo al apartado e) del párrafo 2 
del artículo 4 del Protocolo Facultativo. Hubo una opinión concurrente que también 
consideraba inadmisible la comunicación, aunque de conformidad con el apartado b) 
del párrafo 2 del artículo 4, y afirmaba que la comunicación era incompatible con 
las disposiciones de la Convención. 

13.2 El Comité considera que la denuncia de la autora de discriminación por 
motivos de sexo es inadmisible ratione temporis por que se refiere a la sucesión del 
hermano menor de la autora al título adjudicado por real decreto el 3 de octubre 
de 1980, tras la muerte del padre de ambos, acaecida el 23 de mayo de 1978, todo lo 
cual ocurrió antes de que el Protocolo Facultativo entrara en vigor para España el 
6 de octubre de 2001, así como antes de que la Convención entrara en vigor para 
España el 4 de febrero de 1984. El Comité expresa la opinión de que el hecho de la 
sucesión del hermano de la autora al título nobiliario ocurrió y terminó el 3 de 
octubre de 1980, en el momento en que se publicó el decreto, y que no era de 
carácter continuo6. El Comité no ha considerado necesario hallar otros motivos para 
la inadmisibilidad, de modo que no se aborda la cuestión de si la comunicación es 
incompatible con las disposiciones de la Convención.  

13.3 Las opiniones concurrentes se refieren al artículo 1 de la Convención, que 
define la discriminación como “toda distinción, exclusión o restricción basada en el 
sexo que tenga por objeto menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio 
por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del 
hombre y la mujer, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las 
esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera”. La 
opinión expresada es que los títulos nobiliarios son de carácter puramente simbólico 
y honorario, y carecen de todo efecto legal o material. Por consiguiente, las 
reclamaciones de títulos nobiliarios no son compatibles con las disposiciones de la 
Convención, ya que la denegación de tales reclamaciones no menoscaba ni anula el 
ejercicio de los derechos humanos y las libertades fundamentales por la mujer.  

13.4 Soy de la opinión de que la comunicación es admisible. La cuestión en este 
caso es decidir tanto respecto de la compatibilidad de la comunicación con las 
disposiciones de la Convención como también respecto del carácter continuo de la 

__________________ 

 6  El Comité se ha referido a la jurisprudencia del Comité que establece que una violación continua 
debe interpretarse como una reafirmación, mediante un acto o de manera implícita, después de la 
entrada en vigor del Protocolo Facultativo, de la violación cometida con anterioridad por el 
Estado Parte, para interpretar el apartado e) del párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo Facultativo 
de la Convención. 
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violación. Si bien es cierto que el hermano menor de la autora sucedió al título 
mediante real decreto de sucesión antes de que el Protocolo Facultativo entrara en 
vigor para España, así como también antes de que la Convención entrara en vigor, se 
debe aclarar si este hecho se reafirmó después de la entrada en vigor de la 
Convención y de su Protocolo Facultativo, mediante un acto o de manera implícita 
(véase la nota al final del documento).  

13.5 En primer lugar, reconozco que el derecho a títulos nobiliarios no es un 
derecho humano fundamental y puede no ser de mayor consecuencia material para 
la autora. Sin embargo, la legislación y la práctica de los Estados Partes no deben 
permitir de ningún modo y en ningún contexto el trato diferencial de hombres y 
mujeres, de manera tal que se establezca la superioridad de los hombres respecto de 
las mujeres y, al mismo tiempo, la inferioridad de las mujeres respecto de los 
hombres, que es lo que hace la ley de 4 de mayo de 1948 y 11 de octubre de 1820. 
La autora alega que ella presentó una demanda judicial ante el Juzgado de Primera 
Instancia de Madrid y una apelación ante la Audiencia Provincial de Madrid, con el 
fin de reclamar el título de Condesa de Bulnes, fundando su reclamación en el 
principio de igualdad y no discriminación por motivos de sexo, proclamado en el 
artículo 14 de la Constitución de España. Estos casos fueron desestimados el 10 de 
diciembre de 1991 y el 27 de septiembre de 1993, respectivamente, por razón de que 
el principio histórico de la primacía del varón en el orden de sucesión de los títulos 
nobiliarios era compatible con el principio de igualdad. En mi opinión, la decisión 
de los tribunales podría interpretarse en el sentido de que tales principios históricos 
prevalecen sobre la norma de igualdad garantizada en la Constitución. Los 
tribunales también opinaron que el título había sido adjudicado al hermano de la 
autora antes de la entrada en vigor de la Constitución de 1978, y la Constitución no 
era aplicable al Código Civil que regulaba esa cuestión. 

13.6 Desearía señalar que estas decisiones de los tribunales de España se adoptaron 
después de que España pasó a ser parte en la Convención y a pesar de una sentencia 
del Tribunal Supremo de 2 de febrero de 1981 conforme a la cual las normas que 
hubieran entrado en vigor con anterioridad a la Constitución española debían 
interpretarse a tenor de ésta. El recurso de casación interpuesto por la autora fue 
desestimado el 13 de diciembre de 1997. En su sentencia, el Tribunal Supremo 
declaró que la primacía del varón en el orden de sucesión de los títulos nobiliarios, 
prevista en las leyes de 4 de mayo de 1948 y 11 de octubre de 1820, no era ni 
discriminatoria ni inconstitucional, puesto que el artículo 14 de la Constitución 
española, que garantizaba la igualdad ante la ley, no era aplicable debido al carácter 
histórico y simbólico de esos títulos (párrafo 2.7 del texto de la decisión del 
Comité). La autora ha señalado asimismo que el Tribunal Supremo pronunció otra 
sentencia, de 17 de septiembre de 2002, en que rechazó las alegaciones de la autora. 
En la sentencia del Tribunal Supremo también se hace referencia a la decisión 
126/1997 del Tribunal Constitucional de julio de 1997 que concluyó que, en vista 
del carácter honorario e histórico de los títulos, las leyes de 1948 y 1820 sobre la 
primacía del varón en el orden de sucesión de los títulos nobiliarios por 
fallecimiento en la misma línea y grado de parentesco no contravenían las 
disposiciones del artículo 14 de la Constitución española (párrafo 2.10 del texto de 
la decisión del Comité). La autora presentó un recurso de amparo ante el Tribunal 
Constitucional, que fue desestimado el 24 de marzo de 2004 (párrafo 2.12 del texto 
de la decisión del Comité). 
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13.7 Lo que es preciso observar a este respecto es que cuando la legislación 
española, aplicada por los tribunales españoles, prevé excepciones a la garantía 
constitucional de la igualdad sobre la base de la historia o la consecuencia 
inmaterial percibida de un trato diferencial, se viola, en principio, el derecho de la 
mujer a la igualdad. Tales excepciones minan el progreso social hacia la eliminación 
de la discriminación contra la mujer valiéndose de los mismos procesos legales 
destinados a promover ese progreso, reafirman la superioridad del hombre y el statu 
quo. Esto no se debería tolerar ni condonar invocando como justificación la cultura 
y la historia. Tales intentos no reconocen el derecho inalienable a la no 
discriminación por motivos de sexo, que es un derecho autónomo. Si este derecho 
no se reconoce en principio, independientemente de sus consecuencias materiales, 
se contribuye a mantener una ideología y una norma que reafirman la inferioridad de 
la mujer y se podría acabar negando otros derechos que son mucho más sustantivos 
y materiales.  

13.8 Como se ha reconocido, el título nobiliario no es un derecho humano. De 
hecho, en diferentes circunstancias no se deberían apoyar esas jerarquías sociales. 
Mi defensa no se centra en el derecho de la autora a un título nobiliario sino en el 
reconocimiento del elemento de discriminación contra la mujer en la distribución de 
privilegios sociales utilizando la legislación y los procesos legales. La autora 
sostiene que ella tenía razón respecto del carácter discriminatorio de la ley de 
sucesión de títulos nobiliarios puesto que el Estado Parte modificó esta ley en 2006 
para dar iguales derechos de sucesión a hombres y mujeres. 

13.9 El Comité de Derechos Humanos en su observación general No. 28 sobre la 
igualdad de derechos de hombres y mujeres ha señalado lo siguiente: 

  “La desigualdad que padecen las mujeres en el mundo en el disfrute de 
sus derechos está profundamente arraigada en la tradición, la historia y la 
cultura, incluso en las actitudes religiosas.” 

Esta declaración nos recuerda que la ideología de la subordinación de las mujeres 
basada en la historia, la cultura y la religión se ha manifestado en formas materiales 
y ha dado lugar a la desigualdad. El espíritu y el propósito de la Convención es la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer y el logro de la 
igualdad de la mujer. Con este propósito, la Convención reconoce, en el apartado a) 
del artículo 5, los efectos negativos de un comportamiento basado en la cultura, la 
costumbre, la tradición y la adjudicación de funciones esteoreotípicas que reafirman 
la inferioridad de la mujer. La Convención considera que este es un impedimento 
para el logro de la igualdad de la mujer, que debe ser eliminado del comportamiento 
de agentes tanto públicos como privados. No es necesario demostrar la consecuencia 
material inmediata de tales patrones de comportamiento. Habida cuenta de su 
mandato, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, más 
que ningún otro órgano creado en virtud de un tratado, debe usar un enfoque amplio 
en su interpretación y su reconocimiento de las violaciones del derecho de la mujer 
a la igualdad, ir más allá de las consecuencias evidentes de los actos de 
discriminación y reconocer los peligros de la ideología y las normas que subyacen a 
tales actos. La lectura textual del artículo 1 de la Convención que se hace en la 
opinión concurrente, en que se establece que las reclamaciones de títulos nobiliarios 
no son compatibles con las disposiciones de la Convención puesto que la 
denegación de tales reclamaciones no anula ni menoscaba el ejercicio de los 
derechos humanos y libertades fundamentales por la mujer, no se tiene en cuenta el 
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propósito ni el espíritu de la Convención. En consecuencia, concluyo que la 
reclamación es compatible con las disposiciones de la Convención. 

13.10 En lo que respecta a la cuestión del carácter continuo de la violación, soy de 
la opinión de que ha habido afirmaciones de la anterior violación después de la 
entrada en vigor del Protocolo Facultativo para España el 6 de octubre de 2001. Por 
lo tanto, la violación es de carácter continuo. La publicación del real decreto de 
sucesión y la adjudicación del título nobiliario al hermano de la autora, que es el 
motivo de la reclamación de la autora, tuvieron lugar el 3 de octubre de 1980, antes 
de la entrada en vigor de la Convención y del Protocolo Facultativo. No obstante, en 
mi opinión, la violación no terminó entonces, como se establece en la decisión del 
Comité. La autora había iniciado una acción judicial en relación con la adjudicación 
del título nobiliario el 30 de diciembre de 1988 y esta acción fue seguida de una 
serie de recursos, todos los cuales fueron desestimados. Los últimos dos recursos 
presentados ante el Tribunal Supremo y el Tribunal Constitucional fueron 
desestimados el 17 de septiembre de 2002 y el 24 de marzo de 2003, respectivamente. 
Es preciso considerar que el sobreseimiento de estos recursos afirmó la anterior 
violación del Estado Parte mediante un acto7, ya que se continuó negando la 
reclamación de la autora al título nobiliario y se afirmó la primacía del varón en el 
orden de sucesión a los títulos nobiliarios, prevista en las leyes de 4 de mayo de 1948 
y 11 de octubre de 1820. Afirmó asimismo que estas leyes no son discriminatorias ni 
inconstitucionales ya que el artículo 14 de la Constitución española, que garantiza la 
igualdad ante la ley, no es aplicable en vista del carácter histórico y simbólico de 
esos títulos. Un fundamento semejante de la decisión sobre el carácter continuo de 
la violación, en que una violación anterior se afirma posteriormente mediante una 
sentencia judicial, es respaldado por la jurisprudencia del Comité de Derechos 
Humanos8. Sobre esta base, concluyo que la violación que es motivo de la 
reclamación de la autora es de carácter continuo.  

13.11 Por lo tanto, concluyo que la reclamación es admisible tanto ratione materiae 
como ratione temporis. 

13.12 La autora solicita al Comité que concluya que ha habido una violación de la 
Convención y que ordene al Estado Parte que le brinde un remedio efectivo y que 
revise asimismo la legislación discriminatoria.  

13.13 En lo que respecta a la solicitud de la autora, considero que hay una violación 
de la Convención en general. En cuanto a la modificación de la legislación en 
cuestión, el Estado Parte ya la ha introducido. Es posible que no se acceda a la 
solicitud de la autora de un remedio efectivo. Reconozco que hubo discriminación 
contra la autora en la legislación española de entonces, pero esto no justificaría la 
derogación de un real decreto en el presente. Cabe esperar que la autora se sienta 
reivindicada por el reconocimiento de que en efecto hubo discriminación contra ella.  
 

(Firmado) Mary Shanti Dairiam 

 

__________________ 

 7 Ibíd. 
 8 Véanse Nallaratnam Singarasa c. Sri Lanka, caso No. 1033/2001, dictamen adoptado  

el 21 de julio de 2004; Alexander Kouidis c. Grecia, caso No. 1070/2002, dictamen adoptado  
en marzo de 2006. 


